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Propuestas del PRD para la reforma del Estado

En el contexto de la Ley para la Reforma del Estado, el Partido de la 

Revolución Democrática presenta en el seno de la Comisión Ejecuti-

va para la Negociación y Construcción de Acuerdos del Congreso de la 

Unión, propuestas de reforma a la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y al marco jurídico, con el propósito de transformar 

profundamente las instituciones de nuestro país, de acuerdo con lo 

dispuesto en la Plataforma de la Coalición por el Bien de Todos así 

como en los programas de las fuerzas políticas integrantes del Frente 

Amplio Progresista y con la firme aspiración de construir un proyecto 

alternativo de Nación.

Estamos convencidos de que los trabajos para la reforma 

del Estado, en los cuales estamos inmersos, deben culminar en la 

construcción de una nueva constitucionalidad para el siglo XXI, en 

la que se fortalezcan las líneas históricas que nos dan cohesión y 

continuidad como nación soberana, y se establezcan nuevas bases 

para una legislación que atienda las necesidades sociales, políticas 

y económicas de nuestro tiempo.

Esta tarea se nutrirá del impuso democrático de la sociedad, de 

su carácter plural e incluyente, y deberá responder ineludiblemente 

al enorme problema representado por el hecho de que más de la 
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mitad de la población vive en condiciones de pobreza. Habrá de po-

sibilitar la existencia de instituciones para consolidar la democracia 

y la economía; de instituciones que fortalezcan nuestro Estado de 

derecho y combatan, con eficacia y respeto a los derechos humanos, 

la inseguridad y el crimen organizado. Queremos hacer de nuestra 

Constitución un texto armónico, congruente, que incorpore sin equí-

vocos la visión de género, el concepto del Estado laico, el principio 

del desarrollo sustentable y la inclusión de los pueblos indígenas.

Las propuestas de reforma que hoy presentamos integran las 

aportaciones de los partidos políticos que conforman el Frente Amplio 

Progresista, los puntos de vista de las organizaciones sociales más 

representativas de la sociedad, y el conocimiento de académicos 

y especialistas en los diversos temas que integran las mesas de la 

reforma del Estado.

Se trata de reformas de gran envergadura que implican, de 

hecho, una revisión integral de la Constitución. Contiene, en el tema 

de Régimen de Estado y gobierno, 63 propuestas que modificarían 

igual número de artículos constitucionales; en el tema de Democra-

cia y sistema electoral, 105 que involucran 13 artículos; en Federalis-

mo, 38 que adecuarían 24 artículos; en Reforma del Poder Judicial, 

51 que modificarían 35 artículos; y en Garantías sociales, 49 pro-

puestas que involucrarían 19 artículos. En total presentamos 316 

propuestas que reformarían 87 artículos de nuestra carta magna.

Entre las propuestas más significativas se encuentran:

I. Régimen de Estado y gobierno

1. Diseñar una nueva arquitectura constitucional que provea me-

canismos para la gobernabilidad, entre los cuales se propone 
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la creación de la figura de jefe de Gobierno, que coordine las 

acciones del Ejecutivo, las articule con el Legislativo e impulse 

la construcción de coaliciones parlamentarias y de gobierno 

estables. 

2. Fortalecer al Poder Legislativo al: 

• Dar a la Cámara de Senadores la facultad de ratificar el Plan 

Nacional de Desarrollo

• Dar a las cámaras del Congreso de la Unión la facultad de 

ratificar a los funcionarios del gabinete

• Dotar de mayores capacidades a las comisiones legislativas 

en materia de investigación, fiscalización y dictaminación

3. Promulgar la Constitución del Distrito Federal y otorgarle atribu-

ciones plenas como entidad federativa. 

4. Establecer y elevar a rango constitucional los instrumentos de 

participación ciudadana como plebiscito, referéndum e iniciativa 

popular.

5. Crear órganos constitucionales autónomos.

• Conferir este rango a la Auditoría Superior de la Federación

• Crear el Tribunal Constitucional para la resolución de con-

troversias entre los poderes de la Unión

6. Reformar la Ley de Radio y Televisión para democratizar el ám-

bito de los medios de comunicación y garantizar la expresión 

plural de la sociedad. 

II. Democracia y sistema electoral 

1. Consagrar en la Constitución el principio de equidad de género y 

garantizar que todo partido político aplique el criterio de paridad 

para la postulación de candidaturas. 
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2. Prohibir el uso comercial de radio y televisión con fines políticos 

electorales, privilegiado los tiempos del Estado para el uso de 

partidos y candidatos en las campañas.

3. Proscribir el financiamiento privado para partidos políticos y 

candidatos. 

4. Establecer el principio de reparto equitativo del financiamiento 

público, la mitad con criterio igualitario y la otra en proporción 

a la votación obtenida. 

5. Regular las precampañas, así como los programas sociales y la 

propaganda gubernamental en periodos electorales. 

6. Compactar y homologar los procesos electorales, reducir los 

topes de gastos de campaña y adoptar la utilización de urnas 

electrónicas. 

7. Renovar el total de las autoridades electorales y crear el Instituto 

Nacional de Elecciones y Participación Ciudadana, con vocación 

federativa. 

8. Prohibir que el gobierno, los servidores públicos y terceros ajenos 

se inmiscuyan en los procesos electorales. 

III. Federalismo

1. Acotar horizontalmente el régimen político, por medio de leyes 

relacionadas con materias concurrentes y con la coordinación 

intergubernamental, que se sujeten a principios constitucio-

nales tales como la cooperación, la subsidiariedad y la soli-

daridad.

2. Fortalecer los órganos de fiscalización de la Federación y de los 

estados, a través de sus facultades de control, fiscalización y 

transparencia, modificando el calendario de la presentación de la 
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Cuenta Pública y sujetando a sus servidores públicos al régimen 

de responsabilidades de la Constitución.

3.  Redistribuir las facultades y funciones que contempla el artículo 

124 constitucional, para pasar a un sistema de facultades expresas 

a favor de los estados.

4. En materia municipal, reivindicar el reconocimiento del municipio 

como depositario de la soberanía popular: en consecuencia, que 

puedan contar con su propia ley orgánica; acotar las hipótesis 

de la desaparición de ayuntamientos; revisar el sistema electoral 

municipal para darle más peso al órgano legislativo que es el 

cabildo; fortalecer la hacienda municipal; y ampliar las funciones 

de servicios públicos. 

5. Sobre los municipios indígenas, reconocer la diversidad de los 

municipios como punto de partida para reivindicar sus derechos 

así como facilitar su creación con criterios poblacionales y de 

asentamiento territorial, para cumplir con los Acuerdos de San 

Andrés Larráinzar.

6. Impulsar las relaciones intergubernamentales tanto entre gober-

nadores como entre municipios.

7. Impulsar el desarrollo económico y social en el marco de un 

desarrollo nacional equilibrado y competitivo, así como el de-

sarrollo regional, con una planeación de largo plazo.

8. En lo que toca a la distribución de los recursos, acotar a la Fe-

deración en beneficio de las haciendas estatales con un nuevo 

pacto fiscal basado en la coordinación hacendaria; revisar la 

distribución del fondo general de participaciones; ampliar las 

bases de reparto en los impuestos compartidos; y fortalecer las 

instancias de coordinación hacendaria.

9. Concluir la descentralización con recursos suficientes para hacerla 

realidad, ampliando los niveles susceptibles de descentralización; 
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crear un fondo para la educación inicial y fusionar otros recursos 

para crear el Fondo General de Educación Inicial y uno más para 

la Educación Superior.

10.  En materia de salud, impulsar la descentralización de los servi-

cios a la población y la ampliación de los criterios de compen-

sación para promover la equidad en su cobertura a lo largo del 

territorio nacional.

11. Sobre desarrollo social, separar el Fondo de Infraestructura 

Básica del Fondo de Combate a la Pobreza.

12.  En materia de seguridad pública, incrementar sustancialmente 

al FASP, con criterios efectivos de prevención en la materia con 

fondos municipales e indígenas y la creación de otros fondos que 

lo complementen.

IV. Reformas del Poder Judicial

1. Crear un Tribunal Constitucional que sea un contrapeso a la 

enorme influencia de los partidos en el ejercicio del poder y que 

garantice una interpretación uniforme, obligatoria y vinculatoria 

para todos los poderes públicos y los particulares, dotando de 

fuerza directa a las normas constitucionales.

2. Dotar de autonomía al Ministerio Público Penal de la Federación 

y de las entidades, como parte de la adopción de un proceso 

penal acusatorio que permita el buen funcionamiento del sistema 

de justicia penal, donde el Poder Ejecutivo no intervenga en las 

funciones de investigación y persecución de los delitos. Es muy 

importante que el nombramiento y destitución del procurador 

general de la república sea con base en un esquema de partici-

pación de poderes, y con la intervención de la sociedad civil.
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3. Adoptar un sistema penal acusatorio como inicialmente lo esta-

blecía la propia Constitución de 1917, en el cual tanto el inculpado 

como la víctima de un delito tengan una equidad procesal; en el 

que se restauren las facultades a los jueces para que sean ellos 

quienes decidan la sujeción a proceso de un inculpado y, en su 

caso, el sentido de la sentencia; y para que las pruebas sean 

presentadas y valoradas por el propio juzgador. Este sistema 

acusatorio implicaría el establecimiento de juicios orales, pú-

blicos, concentrados y adversariales, los cuales permitan a los 

ciudadanos contar con la garantía de un debido proceso para 

salvaguardar el derecho a la presunción de inocencia y el respeto 

íntegro a los derechos humanos.

4. Transformar el sistema penitenciario, pues es preciso reorien-

tarlo para que el cumplimiento de la sanción sea en condiciones 

dignas. Por lo tanto se requiere una revisión del concepto de 

readaptación, además de eliminar las facultades discrecionales 

de la autoridad administrativa para otorgar los beneficios preli-

beracionales, y establecer la figura de los jueces de ejecución de 

sentencias.

5. En materia de prevención del delito y seguridad pública, introdu-

cir las bases para desarrollar una política integral de prevención 

social del delito como obligación del Estado, y crear mecanismos 

ciudadanos para la evaluación de la actuación de los cuerpos 

policiacos con base en el control, la rendición de cuentas y la 

transparencia.

6. Regular la profesionalización de los cuerpos de seguridad 

pública considerando la selección, ingreso, promoción, perma-

nencia y certificación, e instaurar la evaluación de las políticas, 

resultados y costos de la seguridad pública por parte del Poder 

Legislativo.



72

L
A

 R
E

FO
R

M
A

 D
E

L
 E

ST
A

D
O

7. Incorporar en la Constitución la figura de extinción de dominio 

y otras herramientas que permitan desmantelar la estructura 

financiera del crimen organizado, por la vía jurisdiccional no 

penal, así como el establecimiento de jueces especializados en 

materia de delincuencia organizada.

8. Incorporar íntegramente a la Constitución la materia de los 

Derechos Humanos y reformar y conferir plena jurisdicción a la 

CNDH. Establecer en la Constitución la violación a los derechos 

humanos por parte de servidores públicos federales, estatales 

y municipales, como conducta sancionable cuando se afecten 

de manera grave los mismos, revisando el título de responsabi-

lidades.

9. Sobre el Consejo General de la Judicatura, separar absoluta-

mente las funciones jurisdiccionales de las administrativas y 

disciplinarias en el Poder Judicial y, sobre todo, que el presi-

dente de la Suprema Corte no lo sea también del Consejo de la 

Judicatura.

V. Garantías sociales

1. Elevar a rango constitucional los tratados y convenciones inter-

nacionales en materia de derechos humanos y cambiar la deno-

minación constitucional de “Garantías individuales” a “Derechos 

humanos”.

2. Elevar a rango constitucional el derecho a la alimentación y el 

derecho al agua.

3. Elevar a rango constitucional el derecho universal a la salud de 

calidad, equitativo y sin discriminación alguna.

4. Incorporar al texto constitucional el concepto de Estado laico. 
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5. Establecer un órgano autónomo denominado Consejo Social y 

Económico del Estado incluyente, participativo, plural y demo-

crático, que oriente la planeación democrática del desarrollo 

nacional.

6. Incorporar a la Constitución el principio de equidad de género, que 

implicaría aplicar la transversalidad en la perspectiva de género.

7. Reformar integralmente la Ley Federal del Trabajo.

8. Establecer que la Cámara de Diputados fije los salarios mínimos.

9. Universalizar la educación desde el nivel preescolar hasta el nivel 

superior, y establecer la obligatoriedad de la educación media 

superior. 

10. Establecer una política de Estado en materia presupuestal mul-

tianual, para la educación, la ciencia y la tecnología, y fijar me-

canismos para su exigibilidad y el cumplimiento de la asignación 

del 8 por ciento del PIB a educación y el 3 por ciento a ciencia y 

tecnología.

11. Incorporar el concepto de calidad de vida como tarea sustantiva 

del Estado.

12. Reconocer como derecho preferente de los pueblos y comunida-

des indígenas el uso de los recursos naturales, la conservación, 

protección, gestión, uso y aprovechamiento de los mismos ubi-

cados en sus tierras y territorios, así como la salvaguarda y uso 

del conocimiento cultural sobre la biodiversidad y su material 

genético.

13. Establecer las bases de una Ley de Desarrollo para los Pueblos 

Indígenas, que especifique los recursos destinados para los 

pueblos.


